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E
l gobierno pide un año más 
para que se asienten las 
condiciones de una “nueva 
vida pública” en el país. Las 
medidas políticas y adminis-

trativas para confrontar la corrupción 
y aplicar la austeridad presupuestal 
han sido el eje para conseguir dicho 
objetivo.

En el combate a la corrupción se han 
ido anunciando avances y sus conse-
cuencias habrán de mostrarse, unas de 
modo próximo y otras más distantes. El 
asunto no es menor en las condiciones 
que al respecto se habían creado en el 
país.

De la austeridad hay, sí, secuelas muy 
evidentes: la actividad económica está 
prácticamente estancada y se espera 
que decaiga en el último trimestre del 
año. La previsión oficial, según consta 
en el presupuesto, es una tasa de 2 por 
ciento para 2020.

La vida pública, como la llama el 
gobierno, no se desarrolla de manera 
aislada y repercute necesariamente so-
bre lo que habría que llamar entonces 
como “vida privada”: la de personas, 
familias, comunidades, empresas y 
organizaciones.

La cuestión clave en materia política 

tiene que ver con la coexistencia de 
ambos entornos. Así, se remite necesa-
riamente a la concepción de lo que es 
y hace el gobierno y de los límites del 
ámbito de lo que ocurre más allá de su 
extensión y su penetración. Ahí está la 
interacción con los intereses privados. 
Todos los ciudadanos tenemos intere-
ses privados.

Las consideraciones que ha hecho el 
gobierno sobre aspectos relevantes de 
lo que ocurre en esta sociedad son in-
negables. Así ocurre, por ejemplo, con 
la patrimonialización de la actividad 
política, el incumplimiento y discre-
cionalidad de la fiscalidad, la brutal 
inseguridad pública, la inobservancia 
de las normas en muchos ámbitos y la 
desigualdad económica.

Las acciones y propuestas con que se 
enfrentan estas situaciones ahora están 
a prueba. De ello se desprenden cues-
tiones políticas y prácticas.

En efecto, la postura acerca de la 
relación entre el crecimiento de la 
actividad económica y su relación con 
el desarrollo, visto este último como la 
generación de un mayor bienestar de 
los grupos sociales más vulnerables, se 
aborda desde lo que puede concebirse 
como un empirismo cuasi radical.

De tal manera, se cuestiona el indica-
dor del crecimiento trimestral del pro-
ducto interno bruto. Esto, en sí mismo, 

no lleva a ningún lado. El Inegi mide 
la evolución del producto conforme a 
una metodología; si es buena o mala, si 
representa de modo fehaciente lo que 
pasa en la economía en esa materia, es 
motivo de otra discusión.

El desarrollo se mide de manera dis-
tinta, a partir de elementos cuantitati-
vos y cualitativos. Eso lo hace más com-
plejo y no hay, pues, un único indicador 
que lo represente.

El argumento que se esgrime es que 
hay más bienestar entre aquellos que 
tienen ahora un mayor salario mínimo 
–y sólo sucede a quienes están emplea-
dos formalmente– o bien aquellos que 
reciben distintos tipos de transferen-
cias directas por parte del gobierno. 
Porque en el caso de salud, educación, 
vivienda, asistencia social y seguridad, 
la situación es muy precaria.

Hace un par de semanas se publicó 
en este diario una nota que señala có-
mo a mediados de la década de 1970 
las remuneraciones de los asalariados 
con respecto al PIB representaban 
40 por ciento, mientras en 2017 sólo 
alcanzaron 26 por ciento. Este es un 
asunto de gran significado en materia 
de desigualdad y en el contexto de una 
informalidad que supera la mitad de la 
fuerza laboral. 

Para que cualquier aumento de los 
salarios o mejora en la distribución del 

ingreso que vaya más allá de las trans-
ferencias directas tenga un arraigo 
económico duradero, tiene que elevar-
se el nivel del empleo formal, el cual se 
asocia con las prestaciones de la seguri-
dad social y la vivienda. Además de que 
sube el ingreso público derivado de los 
impuestos.

Y para que ello ocurra tiene que 
haber crecimiento de la producción. 
Así que no puede desdeñarse el creci-
miento o mantenerlo como condición 
pendiente. Éste sólo se genera con más 
gasto en inversión, tanto pública como 
privada, y con una eficiente asignación 
de lo recursos disponibles.

Así podrá sustentarse un mayor nivel 
de desarrollo, proceso que no puede 
impulsarse por decreto y que requiere 
de tiempo para consolidarse. Un año 
más de prácticamente nulo crecimiento 
productivo, de insuficiente creación de 
empleos, ingreso familiar y austeridad 
autoimpuesta será muy costoso. Esta 
sociedad no se puede dar el lujo de 
que se pierdan empleos formales, se 
reduzca la producción y se limiten los 
ingresos fiscales.

No todo puede hacerse al mismo 
tiempo. No es clara la ruta para pro-
vocar el desarrollo con bienestar. Este 
es un tema primordial, de naturaleza 
política para la sociedad, el Congreso y 
el gobierno.
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El gobierno mexicano ha entregado 
mejores resultados a los esperados 
hasta el tercer trimestre del año, ha 
mantenido la responsabilidad fiscal 
y ha reducido los niveles de endeuda-
miento, por lo que es poco probable 
una baja en la nota crediticia del país 
por las agencias calificadoras de va-
lores en lo que resta de 2019, afirmó 
el banco de inversión inglés Barclays.

Aseguró que hasta septiembre 
pasado la administración pública 
federal ha mostrado resultados fi-
nancieros positivos a los mercados 
internacionales, pues los niveles 
de deuda bajaron 0.6 por ciento 
en relación con el producto inter-
no bruto (PIB), y ello consiste con 
el superávit primario –diferencia 
entre ingresos y egresos previo al 
pago de intereses– de 1.1 por ciento, 
según cifras oficiales.

“Creemos que la probabilidad de 
una rebaja de la calificación sobera-
na ha disminuido sustancialmente, 
dada la buena ejecución de 2019, el 

presupuesto de 2020 y el reciente 
apoyo a Petróleos Mexicanos”, dijo 
en un reporte económico.

Expuso que la deuda pública 
como proporción del PIB alcanzó 
43 por ciento a septiembre, lo cual 
significó una reducción de 1.9 res-
pecto de lo reportado en el mismo 
lapso de 2018.

“El gobierno confirmó el uso de 
32 mil millones de pesos, propor-
ción (0.13 por ciento del PIB) del 
Fondo de Estabilización de Ingre-
sos Presupuestarios (FEIP) durante 
agosto, para compensar ingresos in-
feriores a lo esperado en el primer 
semestre del año, principalmente 
relacionados con el petróleo”, des-
tacó la institución.

Calificó de favorable que los in-
gresos no relacionados con el pe-
tróleo crecieran 2.3 por ciento en 
términos reales entre septiembre 
de 2018 y 2019, respaldados por un 
aumento de los impuestos a la ga-
solina, ya que la recaudación de los 
impuestos sobre la renta y al valor 
agregado ha sido débil.

“El gobierno continúa ajus-

tando los gastos mediante grandes 
recortes a inversiones, excluyendo 
a Petróleos Mexicanos (Pemex), y 
servicios personales”, expuso Bar-
clays al analizar el reporte sobre las 
finanzas públicas de la Secretaría 
de Hacienda a septiembre pasado.

Recordó que según Arturo He-
rrera, secretario de Hacienda, es 
posible que en el último trimestre 
de 2019 se acelere la ejecución del 
gasto público, con lo que se re-

vertiría el ciclo de desaceleración 
económica y con ello la administra-
ción podría confiar en que el FEIP 
cuente hasta con 150 mil millones 
de pesos, lo que representa 0.6 por 
ciento del PIB.

“Creemos que podría consumir 
sólo 110 mil millones de pesos si 
acelera los gastos para que coincida 
con el plan presupuestario, combi-
nado con una ejecución adecuada 
del cuarto trimestre.”

Refirió que en ese caso el FEIP y 
otros fondos de estabilización po-
drían finalizar el año en 1.1 por cien-
to del PIB, monto suficiente para 
cubrir cualquier brecha importante 
en los ingresos durante 2020.

“El gobierno reporta activos de 
la tesorería en pesos mexicanos por 
alrededor de 21 mil millones, lo cual 
podría ser usado también para apo-
yar a Pemex en caso de necesitar 
liquidez”, sentenció.

Es poco probable 
que se reduzca
la califi cación a 
México: Barclays

RESULTADOS, MEJOR A LO ESPERADO




